…..
Sexta.- A) Estamos frente a una infracción en el sentido y la forma de los derechos de Libertad de Expresión (art.11) Libertad y seguridad (art. 6), de  no discriminación (art. 21) y a los comprendidos en el Capítulo VI arts. 48, 49 y 50 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea, normativa de carácter vinculante desde la entrada en vigor del Tratado de Lisboa en diciembre de 2009, así como del art. 5.2 de la Carta al producirse, por el hecho de ser funcionario militar, una restricción de derechos para sentar la obligación de silencio, frente no a su trabajo o tarea encomendada, sino frente a su “clase”.
La jurisdicción militar, puede ser entendida como una especialidad procesal española, como lo son los juzgados de violencia en la mujer, pero no por ello ha de ser extraña a los tratados de nivel quasi-constitucional, es más, tratados y estructuras a los que la Constitución Española, ha debido adaptarse, de la misma manera que las resoluciones del Tribunal de Justicia de la Unión Europea tienen la misma fuerza que las sentencias de nuestro Tribunal Constitucional. Así es de ver de la sentencia del TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ESPAÑOL, En el recurso de amparo núm. 1709-2013 de fecha 24-11-2015 donde se reconoce la prevalencia del Derecho Comunitario sobre el nacional en los siguientes extremos
El TC explica que, si bien las normas del Derecho de la Unión Europea no tienen “rango y fuerza constitucionales”, el Tribunal Constitucional tiene el deber de valorar los actos de los poderes públicos sometidos a su enjuiciamiento, tanto cuando dichos actos aplican las normas de la UE como cuando se plantea que son contrarios a las mismas. Y, desde la perspectiva más concreta del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), en su vertiente de derecho a un proceso con todas las garantías, el Tribunal debe velar por que los jueces y tribunales resuelvan “conforme al sistema de fuentes establecido".
Entre esas “fuentes” está el derecho comunitario y es al TC a quien corresponde, como el propio Tribunal ha tenido ya ocasión de afirmar, “ velar por el respeto del principio de primacía del derecho de la Unión” cuando, como ocurre en este caso, “exista una interpretación auténtica efectuada por el propio Tribunal de Justicia de la Unión Europea". “El desconocimiento y preterición de esa norma de derecho de la Unión, tal y como ha sido interpretada por el Tribunal de Justicia, puede suponer una ‘selección irrazonable y arbitraria de una norma aplicable al proceso’, lo cual puede dar lugar a una vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva".
El mencionado “principio de primacía’’ del derecho de la Unión obligaba, señala el TC, a aplicar la Norma tal y como había sido interpretada por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea “con preferencia sobre el derecho interno incompatible’’. En este caso, además, la aplicación directa de la norma europea no precisaba “de una cuestión prejudicial ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, ya que se trataba de un acto ‘aclarado’ por el propio Tribunal al resolver con anterioridad una cuestión prejudicial ‘materialmente idéntica’ planteada en un ‘asunto análogo”’. Por consiguiente, concluye el Pleno, “la inaplicación de la citada Directiva por la resolución judicial objeto de amparo, sin motivar la oportunidad o conveniencia de plantear una nueva cuestión prejudicial, infringió el citado principio de primacía; incurrió, por ello, en una ‘selección irrazonable y arbitraria de una norma aplicada al proceso; y consiguientemente, vulneró, de este modo, el derecho a la tutela judicial efectiva del recurrente”.
Finalmente, mencionar que las sentencias del Tribunal de Justicia de la Unión Europea tendrán fuerza ejecutiva en las condiciones que establece el artículo 299. y a esa fuerza ejecutiva deben someterse los tribunales españoles sin limitación de especialidad. 
Que este derecho que se tiene y se alega es total y general, interpretado como derecho de mínimos según se desprende del art. 53 de la Carta, apartado correspondiente a  Nivel de protección:
Ninguna de las disposiciones de la presente Carta podrá interpretarse como limitativa o lesiva de los derechos humanos y libertades fundamentales reconocidos, en su respectivo ámbito de aplicación, por el Derecho de la Unión, el Derecho internacional y los convenios internacionales de los que son parte la Unión, la Comunidad o los Estados miembros, y en particular el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, así como por las constituciones de los Estados miembros”
con el alcance del art. 52 que textualmente dice: 
Alcance de los derechos garantizados
1. Cualquier limitación del ejercicio de los derechos y libertades reconocidos por la presente Carta deberá ser establecida por la ley y respetar el contenido esencial de dichos derechos y libertades. Sólo se podrán introducir limitaciones, respetando el principio de proporcionalidad, cuando sean necesarias y respondan efectivamente a objetivos de interés general reconocidos por la Unión o a la necesidad de protección de los derechos y libertades de los demás.
Y ESTE NO ES EL CASO
Todo lo contrario, estamos delante de un funcionario público sin limitación legal alguna en su libertad de expresión (el Estado Español no realizó ninguna reserva sobre los funcionarios militares),, libertad de expresión confirmada además por estar refiriéndonos a temas y hechos de:
-La Directiva 2009/81/CE de 13 de Julio de 2009 sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de obras suministros y de servicios en la defensa y la seguridad, 
-La Decisión 1313/2013/UE de 17 de diciembre de 2013 
-La Directiva 2014/24/UE de 26 de febrero de 2014 sobre contratación pública -La Directiva 2014/23/UE de 26 de febrero de 2014 relativa a los contratos de concesión. 
Todas publicadas y en vigor
-La Directiva 2011/85/UE de 8 de noviembre de 2011. 
-El Reglamento UE 2223/96 de 25 de Junio de 1996, todo ello en vigor y traspuesto por la 
-Ley Orgánica 2/2012 de 27 de abril de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, que sigue a otra del 2006
En román paladino, todo aquello que afecte corrupción, vulneración de derechos referentes a la función pública y al presupuesto público, en un país de aportaciones comunitarias en las cuentas de todos los ministerios, incluso el Ministerio de Defensa, es un marco nuevo y diferente al que todas las normas deberán adaptarse en el caso de no haberse adaptado, y mientras no se adapten, entenderse con prevalencia del Derecho Comunitario.
Es decir, lo único que se discute ya en este procedimiento es si la actuación de un denunciante de corrupción, funcionario público, en presupuesto aprobado por la Unión Europea, puede hacerlo libremente o no. Si la libertad de expresión ampara la actuación del ex teniente Segura plenamente , o existe alguna limitación.
El Tribunal “a quo” en nada valoró el cambio legislativo. 
REENVÍO PREJUDICIAL
PREVIO.- Sometimiento de la jurisdicción militar al derecho de la Unión Europea
La jurisdicción militar, puede ser entendida como una especialidad procesal española, como lo son los juzgados de violencia en la mujer, pero no por ello ha de ser extraña a los tratados internacionales de los que es parte el Estado español. Así lo establece el propio artículo 5 de la Ley Orgánica 4/1987, de 15 de julio, de la Competencia y Organización de la Jurisdicción Militar (“LOCOJM”). Por lo tanto, en un recurso como éste en contra de un sentencia adoptada por esta jurisdicción, este Tribunal debe, como lo haría respecto a una sentencia adoptada por cualquier otra jurisdicción, operar con un canon de enjuiciamiento que incluya la conformidad con el Tratado de la Unión Europea (“TUE”) y el principio de primacía del Derecho de la Unión Europea. 
Pues bien, analizados los tratados de la Unión Europea, así como la legislación que de ellos se deriva observamos: 
1) Que en las 16 menciones que las palabras militar o militares tiene el actual Tratado de la Unión Europea (“TUE”), en su versión consolidada, en ninguna de ellas aparece cualquier limitación de derechos ni obligaciones para esos funcionarios públicos llamados militares. 
2) Que el Art. 11 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (“CDFUE”) garantiza expresamente la libertad de expresión a los ciudadanos de la UE con el texto siguiente: 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión. Este derecho comprende la libertad de opinión y la libertad de recibir o de comunicar informaciones o ideas sin que pueda haber injerencia de autoridades públicas y sin consideración de fronteras.
3) Que por parte del Estado Español, no se puso ninguna reserva, ni a ese artículo, ni a los tratados, con el objeto de privar o eximir de esos derechos ni a funcionarios ni, específicamente, a funcionarios militares. De ello que gocen, los militares, sin limitación alguna de estos derechos como lo hace cualquier otro ciudadano.
Ser militar comporta pues mayores obligaciones en circunstancias determinadas, pero nunca menores derechos, y más como es el caso, cuando hablamos de derechos fundamentales.
En consecuencia, ante la falta de excepción alguna, como indicó este Tribunal en su sentencia STC 232/2015 de 5 de noviembre de 2015, si bien las normas del Derecho de la Unión Europea no tienen “rango y fuerza constitucionales”, el Tribunal Constitucional tiene el deber de valorar los actos de los poderes públicos sometidos a su enjuiciamiento en función de éstas, tanto cuando dichos actos aplican las normas de la UE como cuando se plantea que son contrarios a las mismas. Y, desde la perspectiva más concreta del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), en su vertiente de derecho a un proceso con todas las garantías, el Tribunal debe velar por que los jueces y tribunales resuelvan “conforme al sistema de fuentes establecido".
Entre esas “fuentes” está el derecho de la Unión Europea y es al TC a quien corresponde, como el propio Tribunal ha tenido ya ocasión de afirmar, “ velar por el respeto del principio de primacía del derecho de la Unión”. Y la cuestión prejudicial de interpretación es un instrumento privilegiado del que dispone este Tribunal para desempeñar esta función.
Pues bien, ante la ausencia de jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (“TJUE”) sobre las cuestiones que han de dirimirse en el presente recurso, velar por el principio de primacía necesita o bien de la interpretación de la Ley Orgánica 8/2014, de 4 de diciembre, de Régimen Disciplinario de las Fuerzas Armadas (“LORDFAS”) de conformidad con el derecho de la Unión Europea, o bien de la presentación de una cuestión prejudicial ante el TJUE el por ser este Tribunal un órgano jurisdiccional cuyas decisiones no son susceptibles de ulterior recurso judicial de Derecho interno en el sentido del artículo 267 del TFUE.
PRIMERO.- Normativa de derecho de la Unión Europea aplicable: la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea y la Directiva para la igualdad de trato
La infracción del derecho a la libertad de expresión se articula, en parte, en el presente caso mediante una vulneración del derecho a la igualdad de trato. El derecho a la libertad de expresión se configura como negativo por cuanto comporta tanto el no poder impedir la manifestación de ideas y opiniones como la no discriminación por el contenido de lo manifestado
.
Pues bien, la Resolución del Ministro de Defensa de 28 de mayo de 2015, en el Expediente Gubernativo CG 7/14, de facto represalia a mi representado por las opiniones y convicciones manifestadas. Siendo así, al ordenar la adopción de medidas disciplinarias contra mi representado para coartar el ejercicio de su libertad de expresión, la resolución recurrida y su posterior confirmación por la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo (“TS”), infringen claramente la Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 2000, relativa al establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación (“Directiva para la igualdad de trato”) cuyo objeto es el siguiente: 
La presente Directiva tiene por objeto establecer un marco general para luchar contra la discriminación por motivos de religión o convicciones, de discapacidad, de edad o de orientación sexual en el ámbito del empleo y la ocupación, con el fin de que en los Estados miembros se aplique el principio de igualdad de trato. 
Esta directiva ha de interpretarse de acuerdo con la CDFUE, que establece lo siguiente en relación con la igualdad de trato:
Artículo 21
No discriminación
1. Se prohíbe toda discriminación, y en particular la ejercida por razón de  sexo, raza, color, orígenes étnicos o sociales, características genéticas, lengua, religión o convicciones, opiniones políticas o de cualquier otro tipo, pertenencia a una minoría nacional, patrimonio, nacimiento, discapacidad, edad u orientación sexual.
Por añadidura, el Estado, en su aplicación, debe garantizar también los demás derechos reconocidos por la CDFUE que se ven afectados en el presente caso: el ya citado derecho a la libertad de expresión (art.11), el derecho a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial (art. 47) y los principios de legalidad y de proporcionalidad de los delitos y las penas (art. 49). 
Como la propia Carta indica, la limitación del ejercicio de estos derechos debería ser establecida por ley respetando su contenido esencial, y éste no es el caso:
Artículo 52
Alcance e interpretación de los derechos y principios
1. Cualquier limitación del ejercicio de los derechos y libertades    reconocidos por la presente Carta deberá ser establecida por la ley y respetar el contenido esencial de dichos derechos y libertades. Dentro del respeto del principio de proporcionalidad, sólo podrán introducirse limitaciones cuando sean necesarias y respondan efectivamente a objetivos de interés general reconocidos por la Unión o a la necesidad de protección de los derechos y libertades de los demás.
Es más, la propia Directiva para la igualdad de trato establece solo una excepción en su aplicación a las fuerzas y cuerpos de seguridad del estado en lo que respecte a la discriminación basada en la discapacidad y en la edad (artículo 3.4 de la Directiva para la igualdad de trato)
. Las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado están reguladas por la Ley Orgánica 2/1986 de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. No es el caso de los funcionarios militares.
Se deduce de lo anterior que este Tribunal debe o bien interpretar la LORDFAS de conformidad con la Directiva para la igualdad de trato y los derechos a la libertad de expresión (art.11 CDFUE), a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial (art. 47 CDFUE) y los principios de legalidad y de proporcionalidad de los delitos y las penas (art. 49 CDFUE) o bien, en caso de tener dudas al respecto, plantear una cuestión prejudicial al TJUE para dirimir si es compatible con la normativa de la Unión la interpretación que hace la Resolución recurrida de la LORDFAS.
SEGUNDO.- El no respeto a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial en el marco de la Jurisdicción Militar
Como se establece en el artículo 51 CDFUE, en la aplicación del derecho de la Unión, los órganos nacionales deberán respetar los derechos reconocidos por la Carta. Es más, el legislador de la Unión añade en el artículo 52.3 CDFUE que: “En la medida en que la presente Carta contenga derechos que correspondan a derechos garantizados por el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, su sentido y alcance serán iguales a los que les confiere dicho Convenio”.
En este sentido, uno de los derechos que deben garantizarse al administrado es el derecho a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial, reconocido en el artículo 47 CDFUE y que se corresponde con el artículo 6 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (“CEDH”) por cuanto establece que: “Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativa, públicamente y dentro de un plazo razonable, por un Tribunal independiente e imparcial, establecido por ley”.
Pues bien, en el presente caso, el control de legalidad de la Resolución recurrida se efectuó por la Sala de lo Militar del TS. Dicha Sala, está parcialmente integrada por miembros del Cuerpo Jurídico Militar (art. 24 LOCOJM) que, como tales, se dependen del Ministerio de Defensa y del sistema orgánico de las propias Fuerzas Armadas para alcanzar el rango de Generales con aptitud para el ascenso necesario para acceder a este puesto. En consecuencia, es difícil sostener que las garantías formales que amparan a estos “magistrados” son suficientes para garantizar que en su función jurisdiccional actúen de manera libre de sesgos y perjuicios personales. Máxime si se tiene en cuenta que su carrera profesional hasta el momento se ha desarrollado en un cuerpo tan endogámico como el de las Fuerzas Armadas.
Es decir, no sólo los jueces militares dependen directamente del ministro, sino que además, es una estructura endogámica sin especialización. Un militar del cuerpo jurídico hoy testigo o instructor, mañana defensor, pasado mañana fiscal y el otro Juez… sin que haya separación de carreras ni especialización. Es, poniendo el ejemplo “ad adsurdum”, que el letrado suscribiente, mañana pudiera actuar de fiscal en un tema de tráfico y pasado de juez en el juzgado de familia, a disposición de lo que mandara el Decano del Colegio o el Presidente de la Audiencia.
Pues bien, en este sentido, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (“TEDH”) ha cuestionado en reiteradas ocasiones la imparcialidad de los jueces militares y ha establecido que, un tribunal formado por jueces civiles y militares sólo será conforme con el CEDH si se establecen las salvaguardas necesarias para garantizar su independencia e imparcialidad
. 
Este aspecto cobra mayor importancia en el presente caso en el que la Jurisdicción Militar ha avalado la legalidad de la adopción de medidas disciplinarias contra un militar por denunciar la corrupción en las Fuerzas Armadas. Es imposible sostener que “magistrados” con una carrera exitosa en el estamento cuya corrupción se denuncia son imparciales para garantizar la libertad de expresión, y la igualdad de trato que ésta implica, de aquél que ataca el medio del que provienen. 
Así pues, en su interpretación de la legislación española de conformidad con el Derecho de la Unión, debe este Tribunal reconocer que se ha vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial de mi representado o, si tiene dudas en lo que se refiere a la aplicación de estas disposiciones de derecho de la Unión al caso concreto en que, por la naturaleza del comportamiento sancionado, la Jurisdicción Militar podría no cumplir con el requisito del juez imparcial, plantear una cuestión prejudicial al respecto al TJUE. 
TERCERO.- Procedencia de la presentación de una cuestión prejudicial
El Tribunal Constitucional ha reconocido estar vinculado por el artículo 267 TFUE por cuanto ha remitido previamente cuestiones prejudiciales al TJUE en virtud de este artículo
. Así pues, como se ha indicado previamente, procede conceder a esta parte la solicitud de cuestión prejudicial por cuanto es de aplicación al presente caso el artículo 267 párrafo tercero del TFUE: “Cuando se plantee una cuestión de este tipo en un asunto pendiente ante un órgano jurisdiccional nacional, cuyas decisiones no sean susceptibles de ulterior recurso judicial de Derecho interno, dicho órgano estará obligado a someter la cuestión al Tribunal.” 
Obligación ésta que se ve reforzada por el reconocimiento por el propio TJUE de que la negativa a plantear una cuestión prejudicial en virtud de este precepto constituye una violación del derecho de la Unión que genera una responsabilidad extracontractual del Estado miembro por los daños causados al administrado
.
Finalmente, cabe subrayar que, aún no existiendo esta obligación, este Tribunal debería considerar de interés el planteamiento de la cuestión prejudicial solicitada. Uno de los objetivos de la cuestión prejudicial es asegurar la aplicación efectiva de la legislación de la Unión Europea y evitar que las diferencias en las reglas de interpretación de los distintos tribunales europeos conduzcan a una aplicación divergente de las normas de la Unión. 
Pues bien, esto es exactamente lo que sucede en el presente caso: la interpretación de la Directiva para la igualdad de trato difiere entre los distintos Estados miembros dando lugar a resultados dispares en su aplicación a situaciones similares. 
Sólo a efectos de prueba de las afirmaciones de esta parte, y a modo de ejemplo planteamos 
a) El pasado 5 de marzo de 2017 La Comisión Europea ha lanzado una consulta pública sobre cómo proteger mejor a quienes filtran información sensible. Como es de ver en la reseña de La Vanguardia, http://www.lavanguardia.com/politica/20170303/42512670077/comision-europea-lanza-una-consulta-publica-sobre-la-proteccion-a-confidentes.html
El texto en castellano de la Consulta lo aportamos como Documento n.º 2 pero puede hallarse, junto con las demás características en http://ec.europa.eu/newsroom/just/item-detail.cfm?item_id=54254. Consta la Traducción del objeto de la consulta en la propia web, pero se acompaña también aquí para mayor operatividad.
Ninguna excepción se hace sobre la administración pública militar. 
b) A mayor abundamiento, la claridad meridiana en este sentido del TEDH, obliga, sin género de duda al planteamiento del reenvío propuesto. Partiendo del reconocimiento de la seguridad nacional y de la seguridad pública como potenciales límites a la libertad de expresión  enumerados en el art. 10.2 CEDH, el TEDH ha abordado el límite de la pertenencia a las fuerzas  armadas  o policiales, delimitando la intensidad de la injerencia desde diversas consideraciones.
Para el TEDH el funcionamiento eficaz de un ejército difícilmente se concibe sin reglas jurídicas destinadas  a impedir que sea minada la disciplina militar, en particular mediante escritos. Sin embargo, el TEDH afirma categóricamente que el art. 10  CEDH no se detiene en la puerta de los cuarteles  (Asunto Grigoriades contra Grecia).  El fondo del asunto vertía  sobre un proceso por insultos al ejército derivados  de una carta mediante la cual el procesado  se declaraba objetor de conciencia por entender que el ejército destruía la personalidad.
Además,  en el (Asunto Voso y Gubi contra Austria-STEDH de 19 de diciembre de 1994),  se trataba de la prohibición, por parte del Gobierno, de una revista publicada por una asociación de soldados. En la sentencia, el TEDH puntualiza que la libertad de expresión  tiene el mismo valor para los militares que para los otros individuos y que la crítica, la proposición de reformas en el ejército y la incitación a utilizar los medios legales de reivindicación, no originan ningún peligro a la disciplina militar.
c) Así, por ejemplo, y a partir de la sentencia Engel contra los Países Bajos STEDH del 8 de junio de 1976, es donde empieza la adaptación al nuevo marco legal. Esta sentencia cambió primero los usos y posteriormente  la legislación sancionadora militar en los Países Bajos donde, en su cumplimiento, se opta por rehabilitar y premiar a aquellos que han denunciado la corrupción en el ejército
 reconociéndoles así, de facto, tanto el derecho a la libertad de expresión, como la igualdad de trato codificada en la Directiva para la igualdad de trato que se integra en este derecho.
El caso presentado como ejemplo en el Documento 3 es extraordinariamente interesante, el caso del Escuadrón 306, acuertelados en Eindhoven porque, no sólo el denunciante (whistleblower) de corrupción es rehabilitado e indemnizado, sino que se acredita una estrategia del Ministerio de Defensa y de la cadena de mando en calificar como enfermos mentales a los denunciantes de corrupción. 
Es por ello que se solicita a este Tribunal que formule las siguientes cuestiones al Tribunal de la Unión:
CUESTIONES
PRIMERA.- ¿Deben interpretarse la Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 2000, relativa al establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación y la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea, por cuanto prohíben la discriminación por motivos de convicciones y opiniones políticas, en el sentido de que impiden la aplicación de medidas disciplinarias a un militar por denunciar públicamente la corrupción en las Fuerzas Armadas?
SEGUNDA.- En caso de que la respuesta a la pregunta anterior sea negativa, ¿deben interpretarse la Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 2000, relativa al establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación y la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea, en el sentido que impiden imputar una infracción extraordinaria (i.e. muy grave) de la LORDFAS a un militar por denunciar públicamente la corrupción en las Fuerzas Armadas por ser ello contrario al principio de proporcionalidad de los delitos y las penas (art. 49 CDFUE)?
TERCERA.- ¿Debe interpretarse el artículo 47 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea en el sentido que se oponga a la configuración actual de la Jurisdicción Militar en el estado español?
CUARTA.- En caso de que la respuesta a la pregunta anterior sea negativa, ¿debe interpretarse el artículo 47 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea en el sentido que se oponga a que se atribuya el enjuiciamiento de hechos relativos a la corrupción en el seno de las Fuerzas Armadas a la Jurisdicción Militar?
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	Véase en este sentido, por ejemplo, NÚÑEZ MARTÍNEZ, María: El Tribunal Constitucional y las libertades del artículo 20 de la Constitución española, Revista de derecho UNED, núm. 3, 2008, págs. 289 a 317: “La libertad de expresión protege la manifestación de pensamientos, ideas y opiniones, emitidas a través de cualquier medio, y por cualquier persona, dirigida a la garantía de la libre comunicación de juicios o ideas. Mediante esta libertad se permite a cualquier sujeto la manifestación de ideologías, creencias o pensamientos sin injerencia, constituyéndose en una libertad negativa por cuanto implica la neutralidad positiva de permiso, y la no discriminación por el contenido de lo manifestado.” 
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	La Directiva para la igualdad de trato ha sido interpretada como aplicable a los militares por el propio TJUE en el asunto C-262/14, SCMD. 
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	Véase, por todas, la sentencia del TEDH de 26 de febrero de 2002, en el asunto Morris contra Reino Unido, párrafo 58.
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	Véase el asunto C-399/11, Melloni.
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	Sentencia del TJUE de 13 de junio de 2006, en el asunto C-173/03, Traghetti del Mediterraneo.
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	Se adjunta como Anexo 2 la noticia publicada en Transparency International al respecto, consultada el 27/2/2017 en el siguiente enlace: � HYPERLINK "https://www.transparency.nl/nieuws/2015/12/klokkenluider-eerherstel/"��https://www.transparency.nl/nieuws/2015/12/klokkenluider-eerherstel/�. Se adjunta también traducción del texto de la noticia al castellano. 






